	Fecha
	20 de julio de 1949
	Sesión número
	44

	Motivo: Habeas Corpus

	Recurrente: Virgilio Vega

	Tutelado: Carlos Urbina Ordóñez

	Recurrido: Director General de Detectives

	Objeto del recurso: El recurrente objeta estar detenido desde hace más de un semana sin motivo aparente.

	Respuesta de los recurridos: El recurrente fue detenido por violar su condición de asilado y se tramita su expulsión.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (detención justificada). VS del Magistrado Gólcher.


N° 44
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE LA CORTE PLENA efectuada a las quince horas del día veinte de julio de mil novecientos cuarenta y nueve, con asistencia inicial de los Magistrados Guardia, quien preside; Elizondo, Quirós, Ramírez, Sanabria, Iglesias, Ávila, Monge, Castillo, Sánchez, Ruiz, Acosta, Fernández y Gólcher.

 Artículo I
Se conoció del recurso de Hábeas Corpus interpuesto por VIRGILIO VEGA a favor de CARLOS URBINA ORDÓÑEZ, en el cual se alega que éste se encuentra detenido desde hace más de una semana en una sección de detectives, sin motivo justificado y sin que haya sido pasado a la orden de autoridad competente. Solicitado informe al Director General de Detectives, este funcionario manifiesta que Urbina Ordóñez violó su condición de asilado en el país según documentos que acompaña, y que se le tiene detenido como medida preventiva mientras se tramita su expulsión del territorio nacional. Con posterioridad, el recurrente presentó memorial en el cual solicita la pronta resolución del recurso y hace ver que Urbina Ordóñez fue incomunicado. – Discutido el asunto y en atención a que, con forme la Ley N° 12 de 18 de junio de 1894 el Poder Ejecutivo está facultado para expulsar del país a los extranjeros que fueren peligrosos para la tranquilidad pública (artículos 1° inciso 4°, y 3° de la citada ley), previa comprobación de la peligrosidad, en información que corresponde levantar en este caso a la autoridad política superior de esta capital (final del artículo 8° de la citada ley), a que el Director de Detectives informa que tiene en su poder documentos que ameritan la expulsión del señor Urbina Ordóñez, habiéndosele detenido con ese fin; a que si bien el artículo 40 del Capítulo de Garantías Individuales dispone que nadie puede ser detenido sin un indicio comprobado de haber cometido delito y sin ser puesto a la orden de autoridad competente, ya que en el caso, según la documentación tenida a la vista, tales indicios existen, y a que la autoridad administrativa tiene competencia para instruir las diligencias mencionadas y pronunciarse sobre la expulsión; y a que, aún cuando la ley que rige para esta última no prevé la posibilidad de que el indiciado sea detenido mientras se instruye el sumario y se decreta la expulsión, es aplicable por analogía el artículo 167, inciso 3° del Código de Procedimientos Penales, que indica, entre otros fines del sumario, el de la aprehensión del delincuente al efecto de asegurar las responsabilidades en que puedan incurrir, se resolvió declarar sin lugar el recurso. Asimismo, se acordó dirigir atenta excitativa al Ministerio de Seguridad Pública, a fin de que active la información ordenada con el objeto de no demorar la resolución de este asunto, conforme a las leyes que rigen la materia, y para que haga cesar inmediatamente la incomunicación de que da cuenta el recurrente, caso de que ella se hubiere producido.
El Magistrado Gólcher salvó su voto y lo emite de la manera siguiente: se trata en este caso de un recurso de Hábeas Corpus establecido a favor del señor Carlos Urbina Ordóñez, de nacionalidad nicaragüense, detenido a la orden del Ministerio de Seguridad Pública, por haber violado, según se dice, su condición de asilado en el país, detención que se decretó como medida preventiva mientras se tramitan legalmente las diligencias necesarias para extrañarlo del territorio costarricense. Así reza el informe rendido por la Dirección General de Detectives a solicitud de la Corte. – De acuerdo con las razones que sirven de fundamento a dicha Oficina para decretar la detención preventiva del señor Urbina, en estricto derecho puede afirmarse que, en la especie, la privación de libertad de dicho señor es ilegal, puesto que para proceder a la expulsión de un extranjero peligroso para la tranquilidad pública, como parece serlo en este caso el señor Urbina por haber violado el derecho de asilo, es legalmente indispensable que de previo, con audiencia del interesado, se instruya un expediente administrativo y se comprueben las causas que sean alegadas para reputarlo como tal, garantizándole además al extranjero su innegable derecho de defensa. En el presente caso no ha sido observado por la autoridad competente el trámite antes señalado, el cual está obligada a cumplir de conformidad con disposiciones del artículo 3° de la Ley de Expulsión de Extranjeros N° 13 de 18 de junio de 1894, adicionada por Ley N° 28 de 28 de noviembre de 1936. Por otra parte, las leyes citadas en ninguna parte de su texto autorizan a las autoridades administrativas para decretar la detención preventiva en casos como el presente, por lo que sin perjuicio de las medidas especiales de vigilancia a que han podido y pueden someter al señor Urbina, debieron abstenerse de ordenar su detención preventiva. De acuerdo, pues, con los artículos 40 y 41 de la Constitución Política de 1871, 1° y siguientes de la Ley N° 13 de 18 de junio de 1894, adicionada por la N° 28 de 28 de noviembre de 1936, y 1°, 9 y 10 de la Ley de Hábeas Corpus, declara con lugar el recurso, ordenando la inmediata libertad del detenido. 
